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PAGO APORTES PENSIONALES MADRE COMUNITARIA / DUPLICIDAD DE ACCIONES DE TUTELA / IMPROCEDENCIA. [E]n la tutela radicada al número 66682-31-03-001-2017-00331-00 del Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa, se repite,  consideró de la misma manera lesionados los derechos que aquí se imploran, tuvo apoyo en los mismos hechos para sustentar su pretensión y, sumada a otras solicitudes, pidió que se ordenara al ICBF el pago mencionado. Es decir, que hay identidad de partes, pues la accionante en ambos casos es Aura Hernández  de Campuzano, identificada con la cédula de ciudadanía número 25.155.027, el accionado principal es el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar; identidad de objeto, ya que lo que se pidió en aquella ocasión, sumadas otras peticiones, es lo mismo que ahora se invoca; e identidad de causa, porque los hechos lucen similares en el apoyo de cada demanda, y se aducen iguales derechos.
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Expediente: 66001-22-13-000-2017-00082-01
                                       
Acta N° 543 de octubre 19 de 2017
Procede la Sala a decidir la impugnación contra la sentencia dictada el 30 de agosto último, por el Juzgado Quinto Civil del Circuito local, en la presente acción de tutela promovida por Aura Hernández de Campuzano frente al Instituto Colombiano de Bienestar Familiar -ICBF-, a la que fueron vinculados el Fondo de Solidaridad Pensional administrado por el Consorcio Colombia Mayor 2013 y el Ministerio de Trabajo.

 ANTECEDENTES

Con el fin de lograr la protección de los derechos fundamentales “a la igualdad, seguridad social, dignidad humana, mínimo vital y trabajo”, de los que es titular Aura Hernández de Campuzano, promovió la presente acción de tutela frente al Instituto Colombiano de Bienestar Familiar.
Expuso, en síntesis, que estuvo vinculada al ICBF desde el mes de marzo de 1990 hasta junio de 2006 como madre comunitaria, atendiendo las reglas contenidas en la Ley 89 de 1988 y siguiendo las directrices de dicha entidad; prestó sus servicios bajo la subordinación del Instituto, que, incluso, tenía la potestad de clausurar hogares que incumplieran con las funciones  asignadas; siempre recibió una remuneración periódica que se denominaban por la pagadora como becas, subsidios, correspondientes a la mitad de un salario mínimo legal, hasta el 2 de febrero de 2014 cuando se logró equiparar a la totalidad del mismo, de acuerdo con la sentencia T-628 de 2012 y la Ley 1607 de esa anualidad. El ICBF omitió los pagos al Sistema de Seguridad Social en salud y riesgos profesionales, y las cotizaciones a pensión en forma oportuna, pues, en el lapso laborado aparece un consolidado de 534.57 semanas en forma discontinua, de manera tal que, de contar con los aportes que se omitieron y dada su avanzada edad, sería dable acceder a una pensión de vejez.
Agregó que carece de una fuente de ingresos digna que le permita garantizar una vejez tranquila, pese a dedicar su vida a una labor con niños, sin que se le garantizaran los derechos laborales. Que conforme a lo mencionado, se configura el contrato realidad, pero la demandada crea maniobras para desvirtuar la evidente relación laboral, como el hecho de obviar aportes parafiscales, pensión y tercerización. La Corte Constitucional, mediante Sentencia T-480 de 2016, amparó derechos como los que aquí se reclaman en favor de las madres comunitarias, y le ordenó al ICBF reconocer y pagar todas sus acreencias laborales y parafiscales adeudados durante el término de su vinculación; circunstancias idénticas y equiparables a su caso. El accionado ha respondido negativamente, a nivel nacional, las respectivas reclamaciones. No obstante que esa sentencia fue objeto de nulidad parcial, se reconoció la procedencia  y el reconocimiento por este mecanismo respecto de derechos pensionales de madres comunitarias en condiciones especiales como la avanzada edad, que es lo que acontece en su caso, ante la presencia de un perjuicio irremediable, adicional a sus complicaciones de salud.
Solicitó, por tanto, la protección de los derechos invocados y, como consecuencia de ello, que se le ordenara al ICBF pagar a la administradora de pensiones el retroactivo correspondiente a los aportes parafiscales por pensión durante tiempo laborado. 
El Juzgado de primera instancia admitió la acción y dispuso la vinculación de la Directora Regional del ICBF, la Coordinadora del Centro Zonal Santa Rosa de Cabal del mismo ente, Directores de Historia Laboral y de Acciones Constitucionales de COLPENSIONES, a la vez que dispuso poner en conocimiento del Gerente o Representante Legal de la Seccional Risaralda de esta misma entidad y de la apoderada judicial de la misma en el Eje Cafetero, la iniciación del trámite.
Se pronunció la Jefe Oficina Asesora Jurídica  del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, quien, en resumen, relató lo atañedero a la creación de los Hogares Comunitarios de Bienestar y el objetivo perseguido, la forma de funcionamiento; hizo pronunciamiento sobre los hechos de la demanda, en el que resaltó la inexistencia de un contrato de trabajo; se refirió a las consideraciones del Auto 186 de 2017 y señaló que el fallo de la Corte en el que se apoyaba la demanda tiene efectos exclusivos entre las partes; aludió a la inexistencia de subordinación; a la subsidiariedad, ya que no se acreditó un perjuicio irremediable; explicó el régimen jurídico de las madres comunitarias y lo relacionado con el subsidio de aportes pensionales; terminó diciendo que se incumple el principio de inmediatez. 
Por su parte, el Director de Acciones Constitucionales de Colpensiones solicitó su desvinculación por la falta de legitimación en la causa por pasiva.

De otro lado, el Consorcio Colombia Mayor  2013, por intermedio de apoderado, dio cuenta de la función de la entidad como administrador fiduciario del Fondo de Solidaridad Pensional y del Programa de Subsidio al Aporte en Pensión, en el que estuvo afiliada la accionante desde el 1º de octubre de 1996 hasta del 02 de agosto de 2008, cuando fue retirada por dejar de pagar 6 meses continuos el aporte que le correspondía; señaló que Colpensiones es la que efectúa el reporte del caso; además, que carece de legitimación en la causa y que la acción de tutela no es el medio idóneo para solicitar el reconocimiento de prestaciones económicas. 
Sobrevino la decisión de primer grado que declaró la improcedencia de la acción frente al ICBF y desvinculó a los demás citados al asunto. Para así decidir, se hizo énfasis en que no es esta vía la apropiada para el reclamo de prestaciones de carácter económico, ya que no se evidenció la presencia de un perjuicio irremediable. Por tanto, la demandante debe acudir ante el juez ordinario laboral; además, la sentencia de la Corte Constitucional referida, fue objeto de nulidad, por cuanto no se tuvo presente el cambio jurisprudencial sobre la materia estudiada.
Intervino con posterioridad la Asesora de Despacho del Ministerio de Trabajo, quien de la misma forma, alegó falta de legitimación por pasiva.

Se alzó la accionante y trajo a colación apartes del Auto 186 de 2017, que resolvió sobre la procedencia de una demanda de esta estirpe para el reconocimiento pretendido, de donde se entendió que la promoción de esta demanda no es producto del capricho o para evitar la jurisdicción ordinaria, sino para garantizar el amparo del derecho a la igualdad.
En esta sede, se recolectó una prueba de oficio, relacionada con la promoción de una acción anterior (f. 6 a 18, c. 2).
CONSIDERACIONES

La acción de tutela se constituye en un medio ágil y expedito para que toda persona pueda reclamar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, la protección de sus derechos fundamentales, si ellos son vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública y, en determinados casos, por particulares.

Se acude en esta oportunidad en procura de la protección de los derechos fundamentales arriba señalados, por la inconformidad que le causa a la accionante la negativa del ICBF de reconocer la obligación de asumir el pago retroactivo correspondiente a parafiscales, por aportes en pensión durante el tiempo en que laboró al servicio de esa entidad como madre comunitaria, en virtud, de la decisión adoptada por la Corte Constitucional en la Sentencia T-480 de 2016.

El Juzgado de primer grado, se dijo, declaró la improcedencia de la acción, por cuanto se tiene al alcance otro mecanismo de defensa judicial y en vista de que no se demostró un perjuicio irremediable.
La Sala, avalará la resolución final, esto es la anunciada improcedencia, pero por una razón diferente. 
En efecto, es del caso hacer referencia a la promoción de más de una acción de tutela con un mismo propósito. Esto, por cuanto, ante la alerta consignada en esta instancia (f. 4, c. 2), acerca de que con anterioridad medió otra acción de tutela frente al ICBF, se corroboró  que la aquí demandante, presentó ante el Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas una acción de igual linaje frente al Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (f. 6 a 18, c. 2), con lo que la cuestión debe observarse al tenor de lo reglado por el artículo 38 del Decreto 2591 de 1991 que reza: Cuando, sin motivo expresamente justificado, la misma acción de tutela sea presentada por la misma persona o su representante ante varios jueces o tribunales, se rechazarán o decidirán desfavorablemente todas las solicitudes”. 
  



Esta norma viene al caso, pues con la prueba recolectada (f. 18, c. 2 -Archivo tutela 1-), se detecta que Aura Hernández de Campuzano promovió, junto con otras personas, similar acción a esta, que aludió igualmente a la protección de los derechos a la igualdad, seguridad social, dignidad humana, mínimo vital, trabajo, y en la que, entre otras pretensiones, también  se solicitó ordenar al ICBF pagar a la administradora de pensiones el retroactivo correspondiente a los parafiscales por aportes en pensión, durante el tiempo de vinculación como madre comunitaria, que fue resuelta con sentencia que data del 13 de junio de 2017, se declaró improcedente (f. 6 a 17, c. 2) y fue remitida a la Corte Constitucional para su eventual revisión (f. 19, c. 2).




En el folio 82, del archivo Tutela 1, del cd anexo (f. 18, c, 2), figura la relación de la demandante y en el archivo Tutela 35, folio 31, aparece el poder que confirió a profesional de derecho para que la asistiera en esa oportunidad.

  



Allí, en la tutela radicada al número 66682-31-03-001-2017-00331-00 del Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa, se repite,  consideró de la misma manera lesionados los derechos que aquí se imploran, tuvo apoyo en los mismos hechos para sustentar su pretensión y, sumada a otras solicitudes, pidió que se ordenara al ICBF el pago mencionado. 

  


Es decir, que hay identidad de partes, pues la accionante en ambos casos es Aura Hernández  de Campuzano, identificada con la cédula de ciudadanía número 25.155.027, el accionado principal es el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar; identidad de objeto, ya que lo que se pidió en aquella ocasión, sumadas otras peticiones, es lo mismo que ahora se invoca; e identidad de causa, porque los hechos lucen similares en el apoyo de cada demanda, y se aducen iguales derechos.

   



Sobre estos supuestos ha dicho la Corte Constitucional
, que:

   


“Bajo este orden de ideas, la Sala debe resaltar que la jurisprudencia ha establecido los requisitos que soportan y condicionan la improcedencia por duplicidad de acciones y, por tanto, ha fijado el conjunto de condiciones a las que se debe remitir el juez en orden a confirmar la existencia de la infracción.  Cada una de ellas recalca la obligación de comprobar la completa identidad entre los elementos de cada solicitud de amparo a partir de cuatro pasos, y –además- de inspeccionar si existe un justificante relevante de dicho actuar. La sentencia de unificación citada, indicó textualmente lo siguiente:

“8.  Para deducir que una misma demanda de tutela se ha interpuesto varias veces, con infracción de la prohibición prevista en el artículo 38 del Decreto 2591 de 1991, es indispensable acreditar: 

“(i) La identidad de partes, es decir, que ambas acciones de tutela se dirijan contra el mismo demandado y, a su vez, sean propuestas por el mismo sujeto en su condición persona de natural, ya sea obrando a nombre propio o a través de apoderado judicial, o por la misma persona jurídica a través de cualquiera de sus representantes legales.
“(ii) La identidad de causa petendi, o lo que es lo mismo, que el ejercicio simultáneo o sucesivo de la acción se fundamente en unos mismos hechos que le sirvan de causa.
“(iii) La identidad de objeto, esto es, que las demandas busquen la satisfacción de una misma pretensión tutelar o el amparo de un mismo derecho fundamental. 

“(iv) Por último, y como se dijo anteriormente, a pesar de concurrir en un caso en concreto los tres (3) primeros elementos que conducirían a rechazar la solicitud de tutela, el juez constitucional tiene la obligación a través del desarrollo de un incidente dentro del mismo proceso tutelar, de excluir la existencia de un argumento válido que permita convalidar la duplicidad en el ejercicio del derecho de acción. Esta ha sido la posición reiterada y uniforme de esta Corporación, a partir de la interpretación del tenor literal de la parte inicial del artículo 38 del Decreto 2591 de 1991, conforme al cual: “Cuando sin motivo expresamente justificado la misma acción de tutela sea presentada por la misma persona o su representante ante varios jueces o tribunales, se rechazarán o decidirán desfavorablemente todas a solicitudes”
.

“Esto ha permitido entender el alcance del “juramento” previsto en el artículo 37 del Decreto 2591 de 1991, el cual se limita a requerir del tutelante la manifestación de no haber presentado respecto de los mismos hechos, entre las mismas partes y con el mismo objeto otra acción de tutela, pues dicha declaración no puede llegar al extremo de impedir que a partir de nuevos fundamentos de hecho se justifique el ejercicio de la misma acción tutelar.” 
   



Como se ve, cada uno de ellos se cumple en este caso, sin perder de vista, adicionalmente, que la decisión adoptada con antelación, aún se encuentra sometida a un eventual escrutinio la Corte Constitucional, mediante una posible revisión. 
 



En consecuencia, sin que haya lugar a elucubraciones adicionales, se confirmará el fallo que se revisa, pero por la precisa situación aquí explicada.

  



DECISIÓN

Por lo dicho, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Civil Familia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA, por la razón aquí detallada, la sentencia dictada el 30 de agosto de 2017 por el Juzgado Quinto Civil del Circuito local, en la presente acción de tutela promovida por Aura Hernández de Campuzano frente al Instituto Colombiano de Bienestar Familiar ICBF.




Notifíquese  la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5° del Decreto 306 de 1992 y remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

 



Los Magistrados,

   



JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS                 DUBERNEY GRISALES HERRERA
         En uso de permiso
� Así lo expuso en la sentencia T-231-08, en la que transcribió apartes de la sentencia SU-713 de 2006.





�   Subrayado por fuera del texto legal.
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